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Desde la apertura comercial de México en 1985 mucho 
se ha escrito sobre los efectos en la economía de tal de­

cisión de política. Destacan la ganancia en la productividad 
y la competitividad, los efectos regionales y locales, la con­
tribución de las exportaciones al crecimiento económico y 
los efectos en el mercado laboral. Hay, sin embargo, un punto 
que se ha tratado poco y que es crucial porque se trata, a fin 
de cuentas, del objetivo último de la apertura comercial: el 
efecto de una economía abierta e integrada a los mercados 
internacionales de bienes y capitales sobre el bienestar y la 
libertad de los individuos. 

Aunque los principios doctrinarios clásicos alrededor de 
la libertad no tocan de manera específica el tema del comer­
cio internacional, John Stuart Mill señaló en su ensayo So­
bre la libertad que "las restricciones al comercio o ala produc­
ción con propósitos comerciales son, en efecto, restricciones, 
y toda restricción, por el puro hecho de restringir, es un mal". 
En este sentido, el calificativo de "mal" se asocia a que el ni­
vel de bienestar de la sociedad en su conjunto es menor cuando 
existen barreras al comercio exterior que cuando hay un li­
bre flujo internacional de mercancías. Por ello la eliminación 
de trabas cuantitativas y cualitativas al comercio exterior de 
un país se traduce en mayor libertad para los individuos y 
mayor bienestar para la sociedad. 

La ganancia en libertad individual y bienestar social no 
obvia el hecho de que al pasar de una economía protegida y 
aislada de la competencia de productores externos a una in­
tegrada al resto del mundo mediante los flujos comerciales 
y financieros habrá, en la transición, quienes sufran una pérdi-



da de bienestar. Sin embargo, es claro que ésta se compensa 
con creces por la ganancia en bienestar de la sociedad en su 
conjunto. 

En el presente ensayo se analiza por qué una política co­
mercial proteccionista entraña un atentado a los derechos y 
a la libertad de los individuos y por qué, en cambio, el libre 
comercio hace a los individuos más libres como condición 
necesaria para la maximización del bienestar individual y 
social. 

LA POLÍTICA COMERCIAL Y LA LIBERTAD INDIVIDUAL 

U na política comercial proteccionista, basada en argumen­
tos de industria naciente, por motivos ideológicos o sólo 

con fines recaudatorios, es una distorsión que el gobierno in­
troduce en la economía y que puede tener altos costos socia­
les e implicar una pérdida de libertad y, en consecuencia, una 
reducción en el bienestar de la población. Cuando un gobier­
no aplica una política de comercio exterior proteccionista 
basada en la imposición de aranceles, cuotas, permisos pre­
vios o precios oficiales para la evaluación de importaciones 
con objeto de proteger al sector industrial, se induce un cam­
bio en los precios relativos, lo que aumenta el de los bienes 
que sustituyen importaciones. Este aumento modifica los 
incentivos relativos y desvía recursos hacia los sectores pro­
tegidos, con lo que se discriminan otros sectores. Éstos pue­
den ser los que producen bienes exportables como la agricul­
tura, la minería y las manufacturas primarias, que al expulsar 
recursos productivos, como la mano de obra, se contraen de 
manera relativa. 

La protección comercial que recibe el sector industrial al 
aumentar los precios internos por arriba de los internacio­
nales se considera un subsidio al uso de los factores de la pro­
ducción, en especial del capital. 1 Al proteger a la industria 
nacional de la competencia externa las empresas nacionales 
se enfrentan a un mercado interno cautivo que se traduce, para 
algunas de éstas, en utilidades por arriba de lo normal. Es 
decir, las tasas de rendimiento sobre el capital invertido son 
mayores a los estándares internacionales y alas que se hubiesen 
obtenido en un entorno de libre comercio. Además, la sub­
vención que reciben las empresas mediante la protección, así 
como otros subsidios financieros y fiscales y el precio de los 

1. La protección comercial del sector industrial implica que los sectores pri­
marios expulsan factores de la producción, en especial mano de obra, 
mientras que en la industria se subsidia la utilización relativa del capital. 
Estos dos fenómenos, aunados a lo reducido del mercado interno que li­
mita la expansión industrial, se traducen en un claro sesgo en contra de 
la mano de obra. 

energéticos y el agua, permite que haya empresas que no 
hubiesen podido producir sin protección. Ello implica, desde 
una perspectiva social, una asignación ineficiente de recursos. 2 

Además de las distorsiones en la asignación de recursos que 
genera una política comercial proteccionista, uno de los prin­
cipales efectos negativos se presenta sin duda en el bienestar 
de los consumidores por dos razones: el incremento del pre­
cio de los bienes que consumen y, mucho más significativo, 
la menor libertad de los individuos en su carácter de consu­
midores y oferentes de servicios laborales. 

En cuanto al primer efecto, la protección otorgada al sector 
industrial, al aislar a los mercados internos de la competen­
cia externa, permite que las empresas de este sector operen 
en un mercado cautivo, lo que ocasiona que los precios in­
ternos de los bienes sean superiores a los que regirían en una 
economía abierta. Así, los precios más altos reducen el bien­
estar de los consumidores por debajo del que tendrían si la 
economía se desenvolviera en un entorno de libre comercio. 
De ahí que la apertura comercial, al reducir los precios inter­
nos al nivel de los internacionales, se traduce en un aumen­
to en el bienestar de los consumidores. 3 

Además de los mayores precios internos derivados de la 
protección, que las empresas nacionales operen en mercados 
internos cautivos les permite ofrecer bienes de menor cali­
dad y con menor avance tecnológico que el que se verían 
obligados a ofrecer en caso de enfrentarse a la competencia 
de productores externos. De lo contrario los consumidores 
optarían, a precios similares, por los bienes importados. Así, 
cuando los individuos tienen acceso a bienes nacionales y 
externos de mayor calidad, su bienestar será mayor. 4 

El segundo efecto de la protección comercial es la pérdi­
da de libertad de los individuos a raíz de la menor libertad 
para elegir primero qué bienes consumir y, segundo, dónde 
y cuánto trabajar. 

2. Además de la distorsión sectorial de recursos que genera la protección, 
existen otros efectos negativos como son una alta concentración regio­
nal de la actividad industrial y en consecuencia de la población en mega­
urbes. Además, provoca atraso tecnológico en los procesos de producción 
y una muy baja matrícula de la población estudiantil universitaria en campos 
de estudio relacionados con la ciencia y la tecnología. Para un análisis de­
tallado de estos efectos adicionales de la protección, véase Isaac Katz, La 
apertura comercial y su impacto regional sobre la economía mexicana , 
PARMEC-ITAM, Editorial Porrúa, México, 1998. 

3. La pérdida en el bienestar de los consumidores se la apropia en parte el 
gobierno por medio de la recaudación por concepto de aranceles y otra 
parte se la apropian las empresas protegidas que obtienen utilidades por 
arriba de las que generarían en ausencia de la protección. Sin embargo, 
la reducción en el bienestar de los consumidores es mayor que lo que el 
gobierno y las empresas se apropian, por lo que hay un costo social neto 
de los aranceles. 

4. Además, la presión que ejerce la competencia externa para que los pro­
ductores nacionales introduzcan cambios tecnológicos en los procesos pro­
ductivos se convierte en sí misma en una fuente de crecimiento económico. 
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Uno de los principios básicos de la libertad individual se 
refi ere a la libertad de contrato, el cual tiene dos vertientes: 
libertad para contratar y la libertad del contrato o de obliga­
ción. 5 El primero se refiere a que los individuos aceptan en­
trar de manera voluntaria en contratos, sancionados de acuer­
do con la ley, de transferencia de los derechos de propiedad 
y lo hacen porque se interesan en este tipo de transacciones. 
El segundo se refiere a que a ningún individuo se le puede 
obligar a transferir sin su consentimiento los derechos de 
propiedad sobre sus bienes o persona. 

Así, como señala Roemer, el arreglo institucional de los 
derechos de propiedad que la sociedad adopte determina en 
buena medida quién se apropia de los beneficios derivados 
de la utilización de los recursos.6 Cuando estos derechos es­
tán bien definidos, los individuos pueden tener una idea clara 
de qué hacer con sus recursos. Esto último es esencial cuan­
do las transacciones que se llevan a cabo en el mercado son 
transferencias voluntarias de los derechos de propiedad. Es 
decir, el que vende una mercancía o un servicio lo que hace 
es transferir el derecho de propiedad sobre la mercancía al 
comprador, recibiendo a cambio un pago por el valor del bien 
transferido. Al respecto, la libertad para contratar contribu­
ye a asegurar que los cambios en el control de los recursos 
reflejen el interés del dueño original, ya que sólo si él consiente 
la transferencia ésta tendrá validez jurídica. 

Además, el consentimiento para la transferencia de los 
derechos de propiedad sobre un recurso no se da a menos que 
el poseedor del derecho valúe, ex ante, la distribución de los 
beneficios después de la transferencia, más que el valor de esta 
distribución previo a la transferencia. Esto asegura que el 
principio de libertad para contratar genere los incentivos para 
una transacción benéfica para ambas partes al recibir una 
ganancia derivada de la transacción. 

Dado lo anterior, en una economía en la cual los derechos 
de propiedad están bien definidos los propietarios tendrán 
el incentivo para asignarlos de manera voluntaria a las acti­
vidades de las cuales esperan obtener el mayor rendimiento 
posible. En este sentido, los individuos buscarán aprovechar 
las ventajas comparativas que poseen, es decir, en su decisión 
sobre cómo asignar los recursos tomarán en cuenta el costo 
de oportunidad que representa no haberlos utilizado en la 
siguiente mejor alternativa. Al tener el incentivo para asig­
nar los recursos a actividades que representen el máximo in-

S. Isaac Katz, " Estado de derecho, derechos privados de propiedad y creci­
miento económico", Seminario ¿Porqué no Crecemos?, Huatusco, Veracruz, 
junio de 2003 . 

6. Andrés Roemer, Introducción al análisis económico del derecho, ITAM-So­
ciedad Mexicana de Geografía y Estad ística, Fondo de Cultura Económi­
ca (FCE), México, 1994. 
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greso posible y no sólo se maximice el ingreso del propieta­
rio de cada recurso , sino también el de la sociedad. 

Un argumento similar se aplica a los individuos como 
consumidores. Cuando los derechos privados de propiedad 
están bien definidos, los individuos buscarán asignar su in­
greso entre los bienes que consumen para maximizar su gra­
do de utilidad. De ahí que cuanto mayor sea la libertad de los 
individuos para elegir qué bienes consumir, así como de quién 
y cuándo adquirirlos, mayor será su grado de bienestar. 

Otro elemento esencial en un estado de derecho es que el 
marco institucional garantice la igualdad de oportunidades 
de acceso de los agentes a los mercados de bienes y servicios. 
Es decir, el sistema jurídico no puede, por principio, gene­
rar un sistema de privilegios para una minoría a costa del bien­
estar de la mayoría. Por lo mismo, uno de los objetivos del 
marco jurídico es promover la existencia de mercados com­
petitivos, sean éstos de bienes y servicios o de factores de la 
producción. Es en este tipo de estructuras de mercado en que 
los participantes, demandantes y oferentes, concurren de 
manera libre y voluntaria para llevar a cabo las transacciones. 
Por lo anterior, es crucial para el desarrollo económico que 
las leyes y los reglamentos no entorpezcan el intercambio 
voluntario y la asignación eficiente de recursos, además de 
que deben apegarse, en todo aspecto y tiempo, al respeto 
irrestricto de los derechos privados de propiedad. 

Esto excluye, por ejemplo, la protección gubernamental 
de monopolios o prácticas monopólicas, las barreras al co­
mercio internacional de bienes y las restricciones jurídicas a 
la libertad de los individuos para decidir qué bienes consu­
mir y a quién comprárselos. También excluye la libertad para 
elegir dónde y cuánto trabajar, ya que con ello se viola el prin­
cipio de la libertad para contratar. La igualdad de oportuni­
dades se constituye así en un elemento esencial para que los 
agentes económicos persigan su felicidad, paz y prosperidad 
al interactuar de manera continua con los otros miembros de 
la sociedad. 

Así pues, queda claro que una política comercial protec­
cionista, al impedir que los consumidores ejerzan la libertad 
de elegir qué bienes consumir, y de quién adquirirlos, los 
fuerza a adquirir bienes de procedencia nacional. Esto tam­
bién viola el principio de igualdad de acceso a los mercados 
por parte de los consumidores y productores. En consecuen­
cia, al transitar de una economía protegida hacia una econo­
mía abierta a los flujos de comercio exterior se genera una 
mayor igualdad de acceso de los consumidores y de las em­
presas a los mercados; éstos se vuelven más competitivos, y 
se amplían las posibilidades de los individuos para elegir qué 
bienes consumir y de quién adquirirlos, lo que de suyo 
incrementa la libertad individual. 



Un segundo aspecto sobre la libertad y su relación con la 
política de comercio exterior es la libertad para elegir dónde 
trabajar, cuestión que tiene dos vertientes. La primera, que 
la política comercial proteccionista genera un sesgo en con­
tra del uso de mano de obra en la producción de bienes en el 
sector industrial. Ello limita, por condiciones de mercado 
(distorsionado, pero de mercado al fin), las opciones de los 
individuos para elegir dónde trabajar, así como la de contratar. 

La segunda vertiente, mucho más importante que la an­
terior, es que la legislación laboral tiende a formularse de tal 
manera que sea compatible con la política comercial. En 
particular, si la política de comercio exterior es proteccionista, 
la legislación laboral estipulará los mecanismos mediante los 
cuales los empleados (agrupados en sindicatos) de las empre­
sas protegidas se puedan apropiar de parte de las rentas ex­
traordinarias de las empresas por la misma protección. Esta 
situación, al encarecer de manera relativa la mano de obra, 
introduce un sesgo adicional en contra de su utilización. Tal 
como sucede en el caso de la legislación laboral mexicana, 
destacan los altos costos de despido y en consecuencia de 
contratación, contratos colectivos de trabajo obligatorios, 
contratos ley aplicados por sector, jornadas laborales fijas y 
las cláusulas de exclusión sindical. Todas ellas limitan el ejer­
cicio pleno de la libertad de elegir dónde y cuánto trabajar. 

La cláusula de exclusión sindical amerita una mención 
especial porque es en particular nociva y un claro atentado a 
los dos principios básicos de la libertad, tanto para contratar 

como la del contrato. Este tipo de cláusulas en los contratos 
colectivos de trabajo especifica que, para que un individuo 
pueda ser contratado por una empresa, primero tiene que ser 
miembro del sindicato, además de que si el sindicato decide 
expulsar al individuo, la empresa tiene que despedirlo. Esta 
disposición vigente en la legislación laboral mexicana implica, 
desde el punto de vista del individuo que desea emplearse en 
determinada empresa, la imposibilidad de hacerlo a menos 
que se integre, con o contra su voluntad y libertad, al sindi­
cato, lo cual viola el principio de libertad para contratar. Por 
otra parte, también se viola este mismo principio desde el 
punto de vista del empresario, ya que no es libre para con­
tratar a los trabajadores que él desee, sino que se ve forzado, 
por el contrario, a contratar sólo a individuos que pertene­
cen al sindicato, sean o no productivos, lo que viola el otro 
principio que es la libertad del contrato.? 

Esto es muy importante al analizar los costos de la transi­
ción de la economía mexicana, de la protección a la apertu­
ra. Cuando una economía se abre y se enfrenta a la compe­
tencia de los productores externos, es natural que se movilicen 

7. Además, la cláusula de exclusión sindical lleva a una alta incidencia de co­
rrupción en los sindicatos, ya que puede tener dos resultados: que el dueño 
o administrador de la empresa le pague al líder sindical para que esta cláu­
sula no se ejerza o que sea el propio líder sindical el que le venda las pla­
zas laborales a los trabajadores. En cualquiera de los dos casos el resulta­
do es el enriquecimiento del líder sindical a costa del bienestar de los 
trabajadores que dice representar. 
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Las exportaciones se han convertido 

en una importante fuente de 

crecimiento económico, las empresas 

han modernizado su tecnología de 

producción, los salarios reales en 

aquellas empresas ligadas de manera 

directa o indirecta a las actividades 

de comercio exterior se han 

incrementado 

los recursos productivos (capital y mano de obra) de los sec­
tores y regiones en los cuales no se tiene ventaja comparati­
va hacia aquellos en donde esta ventaja existe. Por ello se in­
curre en costos de ajuste que implican ala mano de obra, como 
son los de migración y reentrenamiento. 

Si ante la necesidad de hacer esta reasignación sectorial y 
regional de los recursos para aprovechar las ventajas compa­
rativas, la legislación laboral no se adapta a las nuevas con­
diciones del mercado de bienes, los costos del ajuste tende­
rán a ser todavía más altos en perjuicio directo de los trabajadores. 
A ellos se les limita su libertad de elegir dónde trabajar, así 
como a las empresas de elegir a quiénes contratar, lo que ade­
más se refleja en una menor competitividad de las empresas 
nacionales frente a los productores externos. De ahí la im­
portancia de que al abrir la economía no se soslaye la impe­
riosa necesidad de adecuar la legislación laboral a las nuevas 
condiciones de los mercados de bienes, mismas que impli­
can una mayor competencia entre las empresas nacionales y 
extranjeras. 

En este último aún persiste una notoria violación de la li­
bertad individual, ya que la propia legislación laboral vigente 
impide, en efecto, ejercer la libertad para contratarse y ser 
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con tratado. Al no haberse ajustado la legislación laboral para 
hacerla compatible con una economía mexicana integrada a 
los mercados internacionales de bienes y de capitales, los 
costos de ajuste se han elevado de forma relativa. La misma 
legislación ha entorpecido la movilidad de los factores de la 
producción y, más grave aun, sigue impidiendo el aprovecha­
miento íntegro de las ventajas de la economía mexicana en 
los mercados internacionales, en detrimento del bienestar de 
la población. 

CONCLUSIÓN 

La apertura comercial ha acarreado grandes beneficios para 
la economía mexicana y su población. Las exportaciones 

se han convertido en una importante fuente de crecimiento 
económico, las empresas han modernizado su tecnología de 
producción, los salarios reales en aquellas empresas ligadas 
de manera directa o indirecta a las actividades de comercio 
exterior se han incrementado. Pero sin lugar a dudas el prin­
cipal beneficiario de esta apertura ha sido el individuo, el cual 
en la actualidad es más libre de elegir qué bienes consumir y 
a quién comprarlos . Antes, cuando la economía mexicana 
funcionaba en un entorno de protección comercial se obli­
gaba al consumidor a adquirir los bienes producidos por las 
empresa nacionales, fuesen o no de calidad, pero sin duda más 
caros. 

La apertura de la economía a los flujos comerciales ha 
implicado que las empresas mexicanas, al enfrentar un ma­
yor grado de competencia, incrementen la calidad de los bie­
nes producidos y, a la vez, bajen sus precios. Además de que 
en la actualidad los consumidores mexicanos tienen mayor 
libertad para elegir, han ganado en bienestar y, lo más impor­
tante, en libertad. 

Sin embargo, aún falta por avanzar en este proceso para 
dotar a los mexicanos de libertad plena, sobre todo en la 
modificación de la legislación laboral. Tanto los individuos 
como las propias empresas tienen restringida por la propia 
legislación la libertad para contratar y se ven forzados, por 
otra parte y en muchas ocasiones, a entrar en contratos que 
no son del todo voluntarios, con lo que se viola la libertad del 
contrato. Esta limitante de las empresas ala libertad para con­
tratar se traduce en menor competitividad de las mismas en 
los mercados internacionales y, más grave aún, en el bienes­
tar de los individuos como trabajadores y como consumido­
res. De ahí la imperiosa necesidad de modificar la legislación 
laboral para adecuarla a la integración mundial en la cual se 
desenvuelve la economía mexicana. De esta manera, los 
mexicanos serán más libres. (j 
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